PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE:

L E Y
CAPÍTULO I

OBJETO DE LA LEY

ARTÍCULO 1°:  La presente ley tiene como objeto establecer los principios básicos de Gestión para la disposición final de vehículos autopropulsados o no, destinados al desguace, considerados fuera de servicio por decisión de su propietario, abandono, siniestro o causa legal.

ARTÍCULO 2°: Créase a tal efecto el  Sistema de Gestión para la disposición final de vehículos autopropulsados o no, sustentado en el procesamiento, el almacenamiento provisorio, la recuperación, el reciclado de partes de la unidad y la disposición que corresponda al resto que no tenga valor comercial alguno, en un todo de acuerdo a lo establecido en la Ley Nac. 25.761 y su decreto reglamentario.

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO  3°: Considérase en el marco de la presente Ley:

a) Unidad autopropulsada en abandono: defínase así a todo vehículo autopropulsado de uso particular, de carga y/o industrial, abandonado por sus propietarios y que se encuentre en la vía pública, en terrenos fiscales y/o en terrenos privados sin autorización de sus propietarios, verificando su inmovilidad por condiciones físicas y por información fehaciente de testigos radicados en las inmediaciones.
b) Unidad sin propulsión en abandono: serán considerados así a todo aquellas unidades con locomoción indirectas o tracción a sangre, restos de unidades autopropulsadas, que no correspondan a propietario determinado, se encuentren abandonados en la vía pública, en terrenos fiscales y/o en terrenos privados sin autorización de sus propietarios y sin desplazamiento por el término de 10 días hábiles verificado por condiciones físicas y por información fehaciente de testigos radicados en las inmediaciones.

c) Unidades con causa judicial: abandonadas o secuestradas,  que correspondan a algún delito penal, civil y/o comercial. 

d) Unidades para desguace destinadas al re-uso, recuperación,  reciclado, y/o a la disposición final en los lugares habilitados. 

ARTÍCULO 4°: Los principios básicos sobre los que se funda la política de  Gestión de vehículos en abandono son:

a) El principio de Responsabilidad del Causante, en lo que atañe al propietario del mismo, a sus herederos en caso de fallecimiento del mismo, y al tenedor legal. Se incluye dicha responsabilidad a los directivos de empresas que se hallen en concurso o quiebra propiamente dicha y los funcionarios estatales con responsabilidad en dicho abandono.

b) La Gestión de Vehículos en abandono, deberá estar dirigida a la protección del ambiente evitando impactos negativos, el ahorro y la conservación de la energía.

c) Deberá también ser considerada la seguridad de las personas y de los bienes, como consecuencia del abandono de dichas unidades.

d) La Gestión deberá considerar la disposición como un recurso, dado el potencial económico que tiene cada unidad, por lo que se deberá considerar el reciclado de los materiales y su incorporación a procesos productivos, en todas sus formas, químicas, físicas, mecánicas y energéticas.

e) La reutilización de partes podrá ser aplicada, en un todo de acuerdo con lo establecido en la Ley 25.761 y su decreto reglamentario

f) La gestión como recurso deberá tender a la generación de empleo permanente como objetivo primario.

IDENTIFICACIÓN DE LAS UNIDADES

ARTÍCULO 5°: Las unidades abandonadas que se secuestren en la vía pública deberán llevar una identificación especial visible a distancia que independientemente de lo reglamentado deberá contener, fecha del secuestro, autorización, marca y/o modelo, propietario, dirección , autoridad actuante, dominio etc.

ARTÍCULO 6°: Todas las unidades consideradas en abandono que se encuentren en la vía publica, en terrenos fiscales y  en terrenos privados sin autorización de sus propietarios, pueden ser trasladadas a puestos en depósito transitorios, y si procede enajenados y destruidos, incluso aquellos que se encuentren en infracción permanente comprometiendo la seguridad y la higiene pública. En este caso se deberá solicitar autorización al juez competente, al Registro del Automotor y a Rentas de la Provincia, para que se intime al propietario, independiente de las tramitaciones que para tal fin ejecute el Municipio 

COMPETENCIA DE LOS MUNICIPIOS

ARTÍCULO 7°: Con el objeto de dar cumplimiento a la presente Ley, las Municipalidades podrán agruparse regionalmente y determinar la zona que permita la radicación de la Planta de Recuperación,  Reciclaje y Disposición final de unidades en abandono. Informará además a la Autoridad Ambiental Provincial dicha zona y realizará los Estudios y las Evaluaciones del Impacto Ambiental necesarias, con forma de proyecto común. En dicho caso se establecerán los mecanismos jurídicos y económicos que permitan mantener la estrategia regional establecida.

ARTÍCULO  8°:  El / los Municipios, podrán realizar la gestión mediante un organismo, empresa estatal o privada, mientras garanticen la continuidad económica de la prestación y se mantengan las pautas de protección ambiental establecida por la autoridad competente. Las personas físicas públicas o privadas responsables de la gestión podrán aplicar tecnologías y metodologías aprobadas técnicamente e informar a las autoridades correspondientes la venta de material obtenidos por  la recuperación y / o reciclado de materiales.  

DE LA AUTORIDAD PROVINCIAL

ARTÍCULO 9°: La Autoridad Ambiental Provincial, independientemente de lo establecido en el anexo de la presente Ley, ampliará las pautas técnicas y metodológicas para la ubicación, diseño y operación de la Planta, debiéndose mantener los principios de prevención y precaución mediante el control de las variables ambientales. Asimismo en conjunto con los Municipios intervinientes fiscalizará a los sujetos que realicen las operaciones y a su sistema de control.

ARTÍCULO 10°:  Toda información referida a las unidades en abandono como ser, números de dominios de vehículos, carrocerías y demás identificaciones incorporadas en cada unidad serán enviadas a la Dirección Nacional del Registro de la Propiedad Automotor y de Créditos Prendario, dependientes del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, en forma mensual y certificada por el Organismo Provincial competente. 

ARTÍCULO 11°: Se invita a los gobiernos Municipales para que dentro de sus respectivas jurisdicciones conformen la estructura institucional necesaria para la ejecución de programas para la gestión establecida en la presente Ley.
RECURSOS PARA LA APLICACIÓN DE LA LEY

ARTÍCULO 12°: Para el cumplimiento de lo establecido en la presente Ley cuando la gestión corresponda a Organismos o empresa estatal créase una Cuenta Especial para la Disposición final de unidades en abandono que se conformará con los siguientes recursos:

a) Las partidas que le asigne la ley anual de presupuesto de la Provincia.

b) Los provenientes de los impuestos que paguen al Estado Provincial por la actividad de dichas Plantas, y el porcentaje correspondiente del pago que el generador se obliga, costos de eliminación o por alquiler hasta su retiro, incluidas aquellas recibidas por todo concepto, vía judicial o administrativa.

c) Las sumas que en carácter de aportes o subsidios para la concreción de plantas otorgue el Gobierno Nacional, Provincial u Organismos Internacionales. 

d) Donaciones y legados 

e) Todo otro aporte destinado al cumplimiento de programas de eliminación de vehículos abandonados, conforme con los objetivos enunciados en la presente Ley.
Los recursos que ingresen en la cuenta especial serán de aplicación exclusiva en los ítems comprendidos para obras o mejoras de plantas de origen estatal propiamente dicha y/o subvención de planta privadas 

RECUPERO Y SANCIONES

ARTÍCULO 14°: Se fija un plazo de 60 días para la conservación en depósito de los vehículos sometidos a matriculación o que habrían sido objeto de consentimiento de enajenación por parte de sus propietarios y de 30 días cuando el valor del mercado de dicha unidad establecido por un experto nominado por la Autoridad competente fuese inferior a un importe prefijado por dicha autoridad.

ARTÍCULO 15°: El producido por la venta eventual por recuperación y/o reciclado, disminuido por los gastos de retirada, de guarda en depósito, de tasación pericial, de venta por partes o destrucción, y de multas, se conservará durante 6 meses a la disposición del propietario, de sus derechohabientes o del acreedor hipotecario. Pasado este plazo, el producido vierte al estado.
ARTÍCULO 16°: En caso de que las unidades sean entregadas por sus propietarios para el desguace o la disposición final, no corresponderá pago alguno si el valor de lo recuperado supera los costos de dicha eliminación.

REGLAMENTACIÓN

ARTÍCULO 17°: La presente Ley deberá ser reglamentada en un plazo de 90 días de su promulgación.

ARTÍCULO 18 °: De forma.-
ANEXO

IDENTIFICACIÓN DE UNIDADES

Son alcanzados por la presente Ley, las unidades que a continuación se detallan independientemente de las que se establezcan en la reglamentación.

a) Motos y motocicletas 

b) Automóviles particulares de todo tipo

c) Camionetas y utilitarios

d) Camiones con todo tipo de caja y/o tanque 

e) Acoplados, Semiremolques 

f) Máquinas agrícolas e industriales

g) Carros de tracción a sangre

h) Chatarra de vehículos de todo tipo, chocados con destrucción total o parcial y dados de baja por la aseguradora correspondiente. 

CRITERIOS DE LOCALIZACIÓN DE LA PLANTA

1 – ASPECTOS GENERALES

a) Deberá mantener una distancia no menor de 500 metros con respecto a una escuela pública o privada, a una sede religiosa reconocida por el Gobierno Nacional o a un Hospital, Centro de Salud y/o Clínica.

b) El predio deberá contener un cerramiento perimetral que impida la comunicación visual con el medio circundante, perfectamente iluminado y con circulación perimetral externa e interna.

c) La vigilancia del mismo deberá contener estaciones de vigilancia sobre nivel que permita la observación total del predio.

d) Tendrá un solo portón de ingreso con oficinas de control y bascula para pesaje electrónico y acumulación de registros documentados por sistema informático y transmitido vía moden a la oficina de control del la Autoridad de Aplicación de la Ley.

2 - ASPECTOS HIDROGEOLÓGICOS

a) La planta de disposición final propuesta por la presente Ley, no deberá ser ubicada en zonas de recarga de napas que sean utilizadas para suministro de agua corriente a poblaciones, ni ser instalada en terrenos inundables, salvo que el o los propietarios del proyecto demuestren a partir de estudios pertinentes, que no producen impactos negativos sobre los recursos y la biótica.

b) La distancia mínima hasta el sitio de extracción de agua potable de uso domestico o industrial, riego y ganadero, deberá ser por lo menos 300 metros superior a la proyección horizontal del cono de abatimiento del mismo, en régimen de extracción normal.

c) Deberán diseñarse drenajes superficiales a fin de asegurarse que menor permanencia de agua en contacto por inmersión con elementos contaminados y mantener sin crecimiento sobre el suelo pastos que se contacten con el material contaminado.

3- CRITERIOS DE OPERACIÓN

a) El ingreso de la unidades deberá ser registrada mediante soporte digital que incluya todos los datos necesarios para la correcta identificación de los mismos, incluido su pesaje y filmación de ingreso al predio y su ubicación de transito. La documentación que avale la operatoria deberá ser fotocopiada y guardada separadamente según lo establezca la Autoridad de Aplicación.

b) La Planta deberá contener una zona de eliminación de contaminantes mediante la extracción de aceites, grasas, combustibles, líquido refrigerantes de motores y líquidos refrigerantes de aire acondicionado. Su extracción deberá ser controlada y confinada para su transporte a comercialización y/o disposición final, a los efectos de impedir su derrame sobre el suelo y/o su evaporación.

c) La operatoria de ingreso deberá contener un área para el lavado de  partes contaminadas antes de colocarlo a espera de la operatoria post registro, dicho lavadero deberá cumplimentar las normas establecidas por la Autoridad competente.

d) Se deberán tomar medidas para reducir al máximo las molestias y los riesgos procedentes de la operatoria de disposición final de unidades, evitando la emisión de polvos, ruido, tráfico intenso, incendio etc.

4- TECNOLOGÍAS A APLICAR

El responsable de la gestión podrá aplicar la tecnología más eficiente considerada desde la óptica técnica–económica, pero deberá siempre considerar la posibilidad de utilizar aquel sistema operativo con mayor mano de obra directa. 

FUNDAMENTOS

Los vehículos en estado de abandono por parte de su propietario o tenedor, secuestrados por orden judicial, producto de ilícitos o de siniestros,  dispuestos en la vía pública, en terrenos privados o fiscales autorizados o no, representan en sí un grave problema para toda la comunidad, visto desde el punto de vista de la seguridad de las personas porque pueden resultar un elemento de ocultamiento, por afectación de bienes a terceros o desde la óptica exclusivamente ambiental, resulta ser un grave foco de contaminación.

La particularidad de este "estacionamiento" es que debería ser transitorio, pero la práctica indica la permanencia por largos períodos sin que se halle una solución factible y rápida. 

La Ley Nacional Nº 25.761 promulgada el 7 de Agosto de 2003 y su decreto reglamentario Nº 744/4, establece el "Régimen Legal para todas las personas físicas o jurídicas que procedan al desamado de un automotor de su propiedad o de un tercero, y para aquellas cuya actividad principal, secundaria o accesoria, sea la comercialización de repuestos usados para automotores". 

El proyecto aquí propuesto resulta complementario de la ley nacional, ya que legisla sobre la Gestión de vehículos autopropulsados o no que se encuentren en estado de abandono o autorizado en espera de resolución judicial en la vía pública, sustentado en el procesamiento, almacenamiento provisorio, la recuperación, el reciclado de partes de la unidad y la disposición que corresponda al resto que no tenga valor comercial alguno.

Otro de los factores a tener en cuenta es la existencia de  depósitos de vehículos secuestrados fundamentalmente por orden judicial o por siniestros, y que han sido (por falta de espacio) dispuestos transitoriamente en terrenos sin ninguna precaución e incluso con ningún sistema de control eficiente, lo que permite una evasión producto del desguace en las unidades sin el debido control. Estos depósitos, en general, no han sido previstos como tales, por lo que no han evaluado el grado de contaminación posible que tienen intrínsecamente los mismos. 

Un vehículo de esas características tiene como contaminantes mayores, al combustible de su tanque (nafta, gas oil), hidrocarburos como grasas y aceites de diferentes orígenes, líquidos para refrigeración del motor, gases refrigerantes, pinturas varias, fieltros alquitranados, cubiertas, goma, plásticos, metales pesados, ácidos, etc. A ello hay que sumarle que como consecuencias de las precipitaciones se instala depósitos de agua en su interior que facilitan en épocas de verano el desarrollo de insectos con la consiguiente propagación de enfermedades,  que son favorecidas por estas condiciones.

Independientemente de todo lo anterior, hay que sumarle el potencial económico que tienen estas unidades, ya que su desguace produce en el mercado interno ventas de repuestos de automotores que originan magistrales dividendos y un mercado negro de muy difícil control, siendo  generador además de nuevos delitos, ya que por esta doble vía se consiguen a veces repuestos que no se puedan encontrar el mercado legal de comercialización.  

El efecto de contaminación sobre el suelo es quizás uno de los factores que menos se han considerado, suele no detectarse rápidamente y afecta en general a poblaciones de bajos recursos, ya que estos al no tener agua potable de red, consumen agua subterránea y por consiguiente son receptores de la contaminación mencionada.

Se propone además la identificación exacta de las unidades y su confinamiento temporal regido y protegido por los principios enunciados en la presente ley, su identificación propone la existencia de por lo menos doble documentación, un control exhaustivo y además los responsables perfectamente identificables, tanto sea por la autoridad de aplicación o por la justicia. 

Se ha agregado un anexo de ley que detalla parámetros mínimos que deberá cumplimentar las Planta de Procesamientos a ser instaladas, indicado es de condiciones de mínima para la autorización de funcionamiento.  

Es por lo expuesto solicito  a mis pares, acompañen con su voto favorable al presente proyecto de ley.-

Diputado Dr. Jesús H. M. AISPURU


